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JURISPRUDENCIA

D. Ángel Ramón Arozamena Laso

En Madrid, a 3 de febrero de 2020.

Esta Sala ha visto constituida en su Sección Tercera por los magistrados indicados al margen, el recurso
contencioso-administrativo número 236/2018, interpuesto por Energonostrum, S.A., representada por el
procurador don Miguel Alperi Muñoz, con la asistencia del letrado don Juan Carlos Roig Domínguez, contra
la Orden ETU/257/2018, de 16 de marzo, por la que se establecen las obligaciones de aportación al Fondo
Nacional de Eficiencia Energética, para el año 2018.

Ha sido parte demandada la Administración General del Estado, representada por el Sr. Abogado del Estado.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Diego Córdoba Castroverde.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. El Procurador de los Tribunales D. Miguel Alperi Muñoz, actuando en nombre y representación de
"Energonostrum SA", y asistido por el Letrado D. Juan Carlos Domínguez Roig, interpone recurso contencioso-
administrativo contra la Orden ETU/257/2018, de 16 de marzo, por la que se establecen las obligaciones de
aportación al Fondo Nacional de Eficiencia Energética en el año 2018.

Funda su demanda en los siguientes argumentos:

La Orden recurrida quiebra el principio de reserva de ley, previsto en el artículo 31 de la CE, y el de interdicción
de la arbitrariedad de los poderes públicos, previsto en el art. 9.3 de la Constitución.

Las características básicas de esta contribución pecuniaria coactiva vienen definidas en los artículos 69 a 74
de la Ley 18/2014, de 15 de octubre. A juicio del recurrente, nos encontramos ante una prestación patrimonial
pública de carácter tributario, pues las características que definen a esta prestación son muy similares a los
propias de un tributo finalista de carácter medioambiental, sujeta al principio de reserva de ley del artículo 31
de la Constitución, por lo que el reglamento que la desarrolla no puede exceder de los límites marcadas por la
Ley que la establece. Considera que el reglamento que desarrolla la contribución coactiva al sistema nacional
de eficiencia energética quiebra los principios de reserva de ley y de interdicción de la arbitrariedad al imponer
unas prestaciones "de plano" sin fundamento en los presupuestos de reparto previstos en la Ley.

En desarrollo de la Ley 18/2014 que crea la prestación patrimonial de carácter público, anualmente el
Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital aprueba una Orden en la que se concretan e individualizan
las aportaciones financieras al Fondo Nacional de eficiencia energética. La Orden impugnada las establece
para el 2018. El sistema determina el importe de las contribuciones financieras que debe realizar cada sujeto
obligado a partir de las ventas finales en GWh, obtenida de los comercializadores, de la Comisión Nacional de
los Mercados y de la Competencia y de la Corporación de Reservas Estratégicas de Productos Petrolíferos. De
modo que sobre las ventas totales del año 2016 se determina el ahorro total que procede obtener en el año
2018 expresado en su equivalencia en euros y es el importe global se reparte, proporcionalmente a su volumen
de ventas entre todos los comercializadores de los que se dispone información sobre sus ventas finales.

Sin embargo, para aquellos comercializadores respecto de los que no se conoce su volumen de ventas finales
se establece un sistema, al margen del objetivo de reparto anual y asignado unas cuotas fijas sin atender
a las circunstancias subjetivas de cada obligado. Dentro de los sujetos obligados de los que no se dispone
información sobre sus ventas, porque no han cumplido la obligación de informar y porque ni la CNMC ni la
CREPP disponían de dicha información, distingue dos grupos:

a) los que se les asignó una aportación en el año 2017 (porque se conocían su cifra de ventas finales del
ejercicio anterior) a los que se le impone como aportación la asignada en el 2017 incrementado en el 10%.

b) aquellos a los que nunca se les asignó una aportación en años anteriores (porque no realizaron ventas en
ejercicios anteriores) se les impone un importe fijo de 318.905,18 €. Cantidad que es el resultado de dividir el
importe económico equivalente a la obligación de ahorro del año 2017 entre el número de sujetos obligados
del sector al que pertenecía el citado sujeto en dicha fecha, todo ello multiplicado por la cuota correspondiente
de dicho sector sobre el objetivo de ahorro anual el año 2017.

Estas asignaciones, realizadas al margen del sistema general son impuestas de plano, y no se tiene en cuenta
para calcular el ahorro anual ni se le asigna una aportación financiera proporcional a su nivel de ventas finales.
Dicho proceder, a juicio de la entidad recurrente, quiebra el principio de reserva de ley previsto en el art. 31 y el
de interdicción de arbitrariedad del artículo 9.3, ambos de la Constitución.
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La Orden justifica la imposición del sistema de asignación al margen del sistema general de reparto con
expresa referencia al artículo 70.2 de la Ley 18/2014. Pero, a juicio de la recurrente, dicho precepto únicamente
establece la obligación de los comercializadores de informar anualmente sobre su cifra de ventas finales en
GWH y el régimen sancionador de la Ley en caso de incumplimiento, pero nada dice sobre el sistema de
asignación de cuotas a aquellos comercializadores respecto de los que no se tiene datos de sus ventas, por lo
que, a su juicio, el Reglamento establece sin cobertura legal alguna, un sistema de contribuciones pecuniarias
coactivas.

La Ley solo faculta al reglamento a repartir el objetivo de ahorro anual entre los obligados proporcionalmente a
sus ventas de energía final, bien la de dos años anteriores (regla general) bien de la previsión del propio año de
la contribución (regla especial aplicable a los obligados que iniciaron sus ventas de energía en los dos últimos
años). Si un comercializador no realizó ventas, no genera la obligación de ahorro y, en consecuencia, ni tiene
obligación de realizar la aportación.

La obligación de pago de esta prestación patrimonial no surge por el hecho de que el sujeto sea
comercializador de energía sino por la realización de ventas de energía por dicho sujeto. En consecuencia,
la Ley 18/2014 en ningún caso faculta para establecer un sistema de fijación de aportaciones al margen del
reparto del objetivo anual proporcional como el establecido por la Orden, en el que no se tiene en cuenta si
el comercializador realizó ventas de energía o no. Ello supone la imposición de una prestación patrimonial de
carácter público no prevista por la Ley.

Además, quiebra el principio de interdicción de la arbitrariedad, art. 9.3 de la CE que exige que la imposición de
cualquier obligación par parte de la Administración haya sido debidamente justificada. Y la única justificación
de la Orden para establecer la imposición de dichas contribuciones al margen de la cifra de ventas finales
del comercializador es la cobertura del artículo 70.2 de la Ley 18/2014 (obligación de informar anualmente
de la cifra de ventas) sin que la orden permita conocer al obligado al pago porque le corresponde pagar la
cantidad fijada. En concreto, la empresa recurrente desconoce cuáles son los hechos objetivos utilizados
por el Ministerio para llegar a la conclusión de que ha generado una obligación de ahorro en 2018 cuya
equivalencia económica son esos 318.90518 €. Por ello considera que el sistema es arbitrario e injustificado
y le provoca indefensión porque desconoce la razón por la que debe abonar dicha cuota. Máxime cuando
el propio Ministerio, en el expediente sancionador que se inició contra dicha empresa por haber remitido
información referida al volumen de ventas, reconoce que en el año 2016 mi representada no realizó ventas de
energía, lo que supone, de acuerdo con el artículo 70 de la Ley 18/2014, que su cuota en el año 2018 sea cero.

Como consecuencia de estas razones, considera que el sistema es contrario a los principios de igualdad y
proporcionalidad, al imponer una cuota de plano, sin considerar la situación patrimonial de los obligados,
siquiera indirectamente a través de la cifra de ventas finales realizadas. Lo que hace de facto es establecer
una sanción encubierta al comercializador incumplidor de su obligación de informar.

Por todo ello, solicita la nulidad de la Orden por ser contraria a derecho la determinación extraordinaria de las
aportaciones al margen del sistema de reparto del objetivo anual recogida en el Anexo III. Y consecuentemente
con lo anterior, anule la obligación de aportación extraordinaria fijada a la entidad recurrente por importe de
318.905,18 € al FNEE en el año 2018.

SEGUNDO. El Abogado del Estado contestó a la demanda oponiéndose a la misma.

El recurrente considera que la Orden infringe el principio de reserva de ley tributaria, pero la aportación que
nos ocupa no tiene naturaleza tributaria, tal y como ha destacado para una prestación similar a la enjuiciada
la STC de 6 de octubre de 2016. Se trata de una prestación patrimonial de carácter público, pero no tributaria.

Rechaza que la Orden determine los elementos esenciales de la obligación, excediendo de las competencias
delegadas por la Ley 18/2014. La previsión de contribución al margen del objetivo de ahorro anual, prevista
en el punto 5 de su Dispone Primero, encuentra cobertura en la previsión contenida en el art. 70.2 de la Ley
18/2014. Considera que la Ley 18/2014 establece los elementos definitorios de la prestación que la Orden
Ministerial se limita a aplicar.

La empresa recurrente ha incumplido su obligación de comunicar sus datos de venta de energía, datos que
no estaban disponibles ni eran conocidos, por lo que la aportación de las empresas con ventas desconocidas
se incluyen en una Anexo específico al margen del reparto ordinario del objeto anual de ahorro, teniendo en
cuenta que según la Ley 18/2014 las cantidades así asignadas por defectos se tendrán en cuenta a la hora
de realizar el reparto del objetivo de ahorro del año siguiente entre todos los sujetos obligados ( art. 70.2). La
determinación de una cantidad alzada, ajena a los datos de venta, se debe a que la empresa no ha comunicado
sus datos de venta y se hace tomando en consideración los criterios establecidos en el art. 70.2 de la Ley
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18/2014 y sin perjuicio de los ajustes que deban realizarse a posteriori, no puede hablarse de arbitrariedad y/
o falta de justificación.

TERCERO. La empresa recurrente presentó su escrito de conclusiones en el que destacó que había quedado
acreditado que estuvo inactiva (no disponía de autorización administrativa) durante el año 2016 para realizar
operaciones de venta de energía. Y reiteró el resto de los motivos de impugnación.

CUARTO. El Abogado del Estado en su escrito de conclusiones destacó la sentencia del TJUE de 7 de agosto de
2018 resolviendo una cuestión prejudicial planteada por este Tribunal y la posterior Directiva UE 2018/2002 del
Parlamento europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018 que incluye una aclaración sobre la potestad
de los estados miembros para implementar el sistema de obligaciones de eficiencia energética a través de
contribuciones al Fondo Nacional de Eficiencia Energética.

QUINTO. Evacuado dicho trámite, se declararon conclusas y quedaron las actuaciones pendientes de
señalamiento para votación y fallo, fijándose finalmente al efecto el día 28 de enero de 2020, en cuyo acto tuvo
lugar, habiéndose observado las formalidades legales referentes al procedimiento.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. La entidad recurrente impugna la Orden ETU/257/2018, de 16 de marzo, por la que se establecen
las obligaciones de aportación al Fondo Nacional de Eficiencia Energética en el año 2018.

SEGUNDO. Sobre la naturaleza de la prestación patrimonial establecida en los artículos 69 a 75 de la Ley
18/2014.

La demanda considera que la Orden recurrida quiebra el principio de reserva de ley previsto en el artículo 31 de
la CE y el de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, previsto en el art. 9.3 de la Constitución.

A juicio del recurrente, nos encontramos ante una prestación patrimonial pública de carácter tributario, pues
las características que definen a esta prestación son muy similares a los propias de un tributo finalista de
carácter medioambiental, sujeta al principio de reserva de ley del artículo 31 de la Constitución, por lo que el
reglamento que la desarrolla no puede exceder de los límites marcadas por la Ley que la establece.

Este Tribunal en numerosísimas sentencias (baste citar la STS nº 1549/2019 de 11 de noviembre, rec.
443/2017, entre otras muchas) ha tenido ocasión de afirmar que la contribución financiera al FNEE no tiene
naturaleza tributaria, lo que excluye que deba analizarse a la luz de los principios del artículo 31.1 de la
Constitución, sin perjuicio de que quede sometida al principio de reserva de ley consagrado en el artículo 31.3
de la Constitución, observado en este caso por el rango de la norma que instituye la obligación de contribución
financiara al FNEE.

También hemos señalado, que no se aprecia la existencia de una infracción del principio de reserva de
ley exigido por el artículo 31.3 de la Constitución para el establecimiento de prestaciones patrimoniales de
naturaleza no tributaria en lo referente a la exigencia de que la ley defina los elementos esenciales de esta
prestación patrimonial. Y, a tal efecto, hemos señalado que la Ley 18/2014 define y delimita los elementos
configuradores de la obligación de ahorro energético cuestionada, al establecer la propia obligación de ahorro,
que de acuerdo con el artículo 69.1 de la Ley 18/2014 equivale, de forma agregada para el período de duración
del sistema (desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 8/2014 hasta el 31 de diciembre de 2020), al objetivo
asignado a España y a los demás Estados miembros de la Unión por el artículo 7 de la Directiva 2012/27/
UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, que fija tal objetivo señalando que será al menos equivalente a la
consecución de un nuevo ahorro cada año, desde el 1 de enero de 2014 al 31 de diciembre de 2010, del 1,5% de
las ventas anuales de energía a clientes finales de todos los distribuidores de energía, y que la Exposición de
Motivos de la Ley 18/2014 cifra en 15.979 ktep de ahorro energético acumulado para todo el período señalado,
según se ha comunicado ya a la Comisión Europea.

Además, la citada Ley 18/2014 establece también: i) los sujetos a quienes se impone las obligaciones de
ahorro energético (artículo 69.1), ii) la metodología para el reparto del objetivo de ahorro anual entre los sujetos
obligados, en proporción a su respectivo volumen de ventas, del que resulta la obligación de ahorro particular
de cada obligado ( artículo 70.1), iii) la fórmula de cálculo de la contribución financiera de cada sujeto obligado,
mediante la multiplicación de su obligación de ahorro energético particular por un índice de equivalencia
financiera (artículo 71.1), y iv) el ingreso de las aportaciones así calculadas, con periodicidad trimestral, en el
Fondo Nacional de Eficiencia Energética (artículos 71.1 y 74.2).

Por lo demás, es oportuno recordar aquí que la reserva de ley que resulta del artículo 31.3 de la Constitución
obliga a que sea el legislador el que decida el "establecimiento" de prestaciones patrimoniales de carácter
público, pero admite la colaboración reglamentaria siempre que ésta "sea indispensable por motivos técnicos
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o para optimizar el cumplimiento de las finalidades propuestas por la Constitución o por la propia ley" y se
produzca dicha colaboración en términos de subordinación, desarrollo y complementariedad ( STC 150/2003
y las que allí se citan). Pero no abundaremos en este punto pues, como ha señalado esta Sala en diferentes
ocasiones en las que la cuestión se ha suscitado, las Órdenes dictadas en aplicación de la ley no son
disposiciones de carácter general sino un acto administrativo de aplicación de las previsiones normativas
contenidas en la Ley 18/2014.

TERCERO. Sobre el cálculo de la contribución en relación con el volumen de ventas.

Despejadas estas alegaciones iniciales, su principal motivo de impugnación se concreta en la falta
de cobertura legal y arbitrariedad imputables a la Orden impugnada, al establecer, para aquellos
comercializadores respecto de los que no se conoce su volumen de ventas finales, una contribución económica
al Fondo Nacional de Eficiencia Energética, que opera al margen del objetivo de reparto anual, asignado unas
cuotas fijas sin atender a las circunstancias subjetivas de cada obligado.

Entiende que estas asignaciones, realizadas al margen del sistema general, son impuestas de plano, y no se
tienen en cuenta para calcular el ahorro anual ni se le asigna una aportación financiera proporcional a su nivel
de ventas finales. Considera que el art. 70.2 de la Ley 18/2014, al que se remite la Orden para establecer esta
prestación, únicamente establece la obligación de los comercializadores de informar anualmente sobre su
cifra de ventas finales en GWH y el régimen sancionador de la Ley en caso de incumplimiento, pero nada dice
sobre el sistema de asignación de cuotas a aquellos comercializadores respecto de los que no se tiene datos de
sus ventas, por lo que, a su juicio, la Orden establece, sin cobertura legal alguna, un sistema de contribuciones
pecuniarias coactivas.

Para abordar esta cuestión debemos partir de que la condición de sujeto obligado que determina la obligación
de contribuir al Fondo Nacional de Eficiencia Energética viene determinada, según el artículo 69.1 de la Ley
18/2014, de 15 de octubre, por la pertenencia de una empresa a uno de los colectivos previstos en la ley
(comercializadoras de gas, comercializadoras de electricidad, operadores de productos petrolíferos al por
mayor y operadores de gases licuados de petróleo al por mayor) en el ejercicio, o en parte del mismo, en
el que debe realizar su contribución, y así lo ha recordado también la STS nº 851/2019, de 19 de junio (rec.
3833/2015). Pero la contribución concreta se fija por Orden del Ministro de Industria, Energía y Turismo por
periodos anuales, y viene determinada por el objetivo de ahorro energético que anualmente se determina,
repartido proporcionalmente entre los sujetos obligados, atendiendo al volumen de ventas de energía de cada
uno de ellos durante el segundo año anterior al periodo anual de la obligación ( art. 70.1 de la Ley 18/2014).

De modo que, la obligación de contribución anual, fijada por cada una de las Órdenes Ministeriales, parte de
la premisa de que las empresas ostenten la condición de "sujeto obligado" en el ejercicio económico al que
se contrae el cumplimiento de la obligación. Pero ello no basta, pues para el cálculo de su aportación se
debe tomar en consideración el volumen de ventas de energía de esa empresa en ejercicios anteriores, lo que
permite calcular el volumen de actividad de cada una de las empresas y así fijar su contribución proporcional
en base a datos reales de actividad. Así se desprende de lo establecido en el art 70.1 en su párrafo segundo
en que se dispone:

"El objetivo de ahorro energético anual que se determine se repartirá entre los sujetos obligados
proporcionalmente, en el caso de las comercializadoras de gas y electricidad, al volumen de sus ventas de
energía final a nivel nacional a consumidores finales, y en el caso de los operadores al por mayor de productos
petrolíferos y gases licuados del petróleo, al volumen de sus ventas de energía final a nivel nacional para su
posterior distribución al por menor y a consumidores finales, expresadas en GWh, durante el segundo año
anterior al periodo anual de la obligación".

Como ya sostuvimos en la STS nº 851/2019, de 19 de junio (rec. 3833/2015):

"[...] la obligación de contribución de cada empresa viene determina por su condición de sujeto obligado en
un sector determinado, o en varios simultáneamente, pero el cálculo de su contribución se realiza tomando
en consideración su actividad (su volumen de ventas) en cada sector separadamente. De modo que su
contribución se calcula separadamente en cada sector en relación con la venta de energía (gas o electricidad)
realizada en ese mismo sector".

En definitiva, la contribución de cada empresa, que tenga la condición de sujeto obligado, viene establecida
por el hecho de haber realizado una actividad de venta de energía en segundo año anterior al periodo en el
que tiene que contribuir. Así se establece también de forma expresa en la exposición de motivos de la Orden
impugnada, en la que se dispone:

"Para fijar los porcentajes de reparto del objetivo de ahorro anual entre los sujetos obligados, se ha tenido
en cuenta la información remitida por los mismos sobre sus datos de ventas de energía correspondientes al
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año 2016, así como la información disponible en la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia
y la Corporación de Reservas Estratégicas de Productos Petrolíferos y la información contenida en la Orden
ETU/258/2017, de 24 de marzo, por la que se establecen las obligaciones de aportación al Fondo Nacional de
Eficiencia Energética en el año 2017".

Para conocer el volumen de ventas, el artículo 70 de Ley 18/2014, de 15 de octubre, tras la modificación operada
por la disposición final cinco de la Ley 8/2015, de 21 de mayo, establece que los "sujetos obligados deberán
remitir anualmente, antes del 30 de septiembre, a la Dirección General de Política Energética y Minas los datos
de ventas de energía correspondientes al año anterior, expresados en GWh".

La parte niega que exista cobertura alguna para fijar su contribución al margen del objetivo de reparto anual,
asignado unas cuotas fijas sin atender a las circunstancias subjetivas de cada obligado, cuando se desconocen
los datos de venta de energía eléctrica. Pero lo cierto es que en aquellos casos en los que la empresa no remite
esa información y la Administración no disponga de sus datos de venta de energía eléctrica, el artículo 70 de
la Ley 18/2014 dispone:

"[...] que se le asignará como obligación de ahorro, al margen del reparto del objetivo anual, la que le fuera
asignada en la última orden ministerial en la que apareciera dicho sujeto obligado, incrementada en un 10 por
ciento.

En el caso de que nunca le hubiera sido asignada una obligación de ahorro, se le asignará como tal, igualmente
al margen del reparto del objetivo anual, el resultado de dividir el importe económico equivalente a la obligación
de ahorro del año anterior entre el número de sujetos obligados del sector al que pertenece el citado sujeto
en ese año, y todo ello multiplicado por la cuota correspondiente de dicho sector sobre el objetivo de ahorro
anual del año anterior.

[...]

Las cantidades así asignadas por defecto se tendrán en cuenta a la hora de realizar el reparto del objetivo de
ahorro del año siguiente entre todos los sujetos obligados.

Lo anterior se entenderá sin perjuicio del régimen sancionador aplicable y de los ajustes que correspondan
en el año siguiente".

Existe, por tanto, una previsión legal respecto de aquellas empresas obligadas a contribuir, que hubiesen
vendido energía el segundo año anterior, pero no hubiesen facilitado a la Administración la información sobre
su volumen de ventas. De forma que, en estos casos, su contribución, ante la falta de datos, se calcula, al
margen del reparto del objetivo anual, por la formula contemplada en el 70 de Ley 18/2014.

No puede prosperar por tanto la petición de nulidad de la Orden por el hecho de que, en aplicación del art. 70.2
de la Ley, establezca las cuotas de obligaciones de ahorro y su equivalencia económica para el año 2018 para
aquellos sujetos obligados que no hubieran remitido y no se dispusiera de información sobre su volumen de
ventas en el 2016.

CUARTO. Sobre la obligación de contribuir de los comercializadores que dos años antes no hubiesen vendido
energía.

La parte plantea una segunda y alternativa línea de impugnación, sosteniendo, incidentalmente en su demanda
y de forma mucho más profusa en su escrito de conclusiones, que no comercializó energía eléctrica durante
el 2016 y, por tanto, no estaba obligada a contribuir ni es posible fijar su contribución aplicando esta previsión
legal.

A tal efecto, acredita en periodo de prueba que obtuvo la autorización administrativa para operar como
comercializadora de energía eléctrica el 19 de diciembre de 2016, y no fue hasta el 3 de febrero de 2017 cuando
se solicitó de la Agencia Estatal la inscripción en el censo de establecimientos sujetos a Impuestos especiales
(impuesto de electricidad), obteniendo en ese mismo mes la inscripción en el registro, que es un requisito
imprescindible para poder realizar compras de energía eléctrica a los proveedores y ventas de energía a los
clientes finales por lo que no inició la actividad de venta de energía eléctrica hasta el año 2017.

Acreditada esta circunstancia, le asiste la razón a la entidad recurrente cuando afirma que no están obligadas a
contribuir al FNEE aquellas empresas que, pese a tener la condición de sujeto obligado en el 2018, no hubiesen
realizado actividad de venta de energía durante el 2016.

La obligación de pago de esta prestación patrimonial no surge únicamente por la circunstancia de ser
comercializador de energía en el año en el que ha realizar su aportación al FNEE, sino que se requiere, además,
que hubiese realizado una actividad de venta de energía en el segundo año anterior.
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JURISPRUDENCIA

Por esta razón, no es que la empresa se negase en el año 2017 a comunicar a la Administración la información
referida a las ventas de energía realizadas en el año 2016, es que no realizó actividad de venta de energía
durante ese año, por lo que ni le resulta de aplicación la previsión contenida en el art. 70.2 ni le es exigible la
obligación contribución al FNEE establecida en la Orden impugnada, que ha de ser anulada en este extremo.

QUINTO. Costas.

Procede, por todo lo expuesto, la estimación parcial del recurso sin hacer expresa condena en costas a ninguna
de las partes.

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido

Que debemos estimar en parte el recurso interpuesto por "Energonostrum SA", contra la Orden ETU/257/2018,
de 16 de marzo, acordando la nulidad de la previsión contenida en el Anexo III de dicha Orden por la que se
impone a la empresa recurrente la obligación de aportar al FNNE en el año 2018 la suma de 318.905,18 €.
Todo ello sin hacer expresa condena en costas.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.

D. Eduardo Espín Templado D. José M. Bandrés Sánchez Cruzat

D. Eduardo Calvo Rojas D. José María del Riego Valledor

D. Diego Córdoba Castroverde D. Ángel Ramón Arozamena Laso

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el Excmo. Sr. Magistrado Ponente D.Diego
Córdoba Castroverde, estando constituida la Sala en Audiencia Pública, de lo que certifico. Doy Fe.

7


